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La revisión de la Constitución del 99, en 
contraste con las realizaciones y tenden-
cias marcadas por la acción de los de-
cisores públicos que lideraron su gesta-
ción y se han mantenido en funciones 
de gobierno, es un buen punto de mira 
para conocer el grado de apego que 
respecto de sus postulados exhibe la 
conducta de esos actores. Esto es bueno 
para medir su coherencia. ¿Han sido 
fieles a aquel preámbulo que postulaba 
“refundar la República para establecer 
una sociedad democrática, participativa 
y protagónica”?

De igual modo, esa mirada de con-
trapunto del texto constitucional con las 
tendencias de la acción de gobierno ayu-
da a poder percibir, en proyección hacia 
el futuro, la viabilidad práctica y la pre-
visible efectividad real de las decisiones 
y las actuaciones, tomando como refe-
rente el marco teórico que aporta la re-
flexión científica sobre lo que significan 
las transformaciones del Estado contem-
poráneo y las características que dan 
contenido conceptual al Estado de nues-
tro tiempo.1 

De modo particular interesa lo atinen-
te a la institucionalidad pública en ge-
neral; esa institucionalidad que abarca 
globalmente todas las instancias del Es-
tado. Pero destacamos particularmente, 
la institucionalidad atinente al aparato 
administrativo del Estado, a la adminis-
tración pública –tanto a su anatomía 
como a su fisiología–, que como sabe-
mos, sólo se estructura y funciona en 
niveles adecuados, bajo parámetros de 
orden, ordenación y organización pro-
pios de un sistema racional y científica-
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mente estructurado, que comporta la 
aparición de componentes sociológicos, 
políticos y jurídicos, presentes de ma-
nera integrada.

Desde la óptica de enfoque jurídico 
y político-constitucional, la Constitución 
venezolana de 1999 ofrece, a nuestro 
juicio, una particularidad que merece 
ser destacada, para la mejor compren-
sión de su análisis. La particularidad se 
trata de la vinculación que se ha esta-
blecido entre la Constitución y la prédi-
ca de una “revolución” política, que se 
caracteriza como pacífica y plenamente 
apegada al orden jurídico, adjetivada 
como bolivariana (en atención a los pos-
tulados del ideario de Simón Bolívar que 
emplea a manera de inspiración), que 
sirve como soporte de campaña prose-
litista y programa intelectual o ideoló-
gico, a la opción política que resultó 
ganadora en el proceso electoral de 
1998. Precisamente, dentro del conjunto 
de ofertas contenidas en aquel progra-
ma electoral se presentó, como masca-
rón de proa, la convocatoria a una 
Asamblea Nacional Constituyente para 
la redacción de un nuevo texto consti-
tucional que debía reemplazar al enton-
ces vigente. Como es bien sabido, ese 
objetivo −inmediato y fundamental− se 
cumplió con la promulgación de la 
Constitución de la Republica Bolivaria-
na de Venezuela.

Entonces, resulta interesante la pre-
sencia de un conjunto de manifestacio-
nes inscritas en la dinámica política, 
ocurrido a partir del momento de su 
aprobación, que debe considerarse y 
evaluarse en contraste con los conteni-
dos de esa carta fundamental refunda-
dora; aunque −tal como intentamos po-
ner de manifiesto más adelante− no es 
válido categorizar a muchos de los acon-
tecimientos y tendencias que identifican 
con mayor ímpetu esa dinámica, como 
una consecuencia directa o indirecta del 
cuerpo constitucional. Antes bien, en 
muchos casos constituyen una expresión 
diáfana y deliberada de derivas que se 
apartan ostensiblemente del espíritu, 
propósito, razón, sentido y alcance del 
texto fundamental.

En cualquier caso, el dato de mayor 
significación para el presente análisis 
viene dado por un hecho evidente: la 
presentación de los contenidos de la 
Constitución de 1999 como el soporte 
fundamental, como el esquema progra-
mático básico, la verdadera carta de na-
turaleza de la propuesta revolucionaria. 

Por ello, aparece unida la oferta –o tal 
vez, mejor–, el compromiso, de hacer la 
“revolución” totalmente, integralmente, 
absolutamente, dentro del orden jurídi-
co establecido (no puede haber uno dis-
tinto): “Dentro de la Constitución todo, 
fuera de la Constitución nada” es el es-
logan que se emplea comúnmente por 
los más altos grados jerárquicos del li-
derazgo revolucionario, lo que sin duda 
le impregna un signo de llamativa pe-
culiaridad, que se convierte en uno de 
los principales atributos distintivos del 
experimento. En consecuencia, el cabal 
cumplimiento del postulado sirve como 
parámetro referencial para calibrar su 
efectividad −ética y práctica−, en cuan-
to a lo genuino de sus resultados.

Institucionalidad formal
En este sentido, desde el punto de 

vista de la institucionalidad pública, los 
contenidos de este texto (1999) no di-
fieren en mucho de los correspondien-
tes al texto derogado (Constitución de 
1961), a pesar de la elevada pretensión 
de su alcance (“refundar la República”). 
Tampoco aparece en el mismo, mención 
alguna a la “revolución”, su definición, 
orientación, contenido o alcance.

Así, en los artículos 112, 113 y 229 se 
consagran la libertad económica, la 
proscripción de los monopolios –como 
mecanismo de protección de los ciuda-
danos–, y la garantía de la libre compe-
tencia por parte del Estado, precisando 
que el régimen socioeconómico se fun-
damenta en los principios de justicia 
social, democratización, eficiencia, libre 
competencia, protección del ambiente, 
productividad y solidaridad con la fi-
nalidad de asegurar el desarrollo huma-
no integral y una existencia digna y pro-
vechosa para la colectividad, para lo 
cual ordena (art. 299), que el Estado 
conjuntamente con la iniciativa privada 
promueva el desarrollo armónico de la 
economía nacional, con el fin de gene-
rar fuentes de trabajo, alto valor agrega-
do nacional, elevar el nivel de vida de 
la población y fortalecer la soberanía 
económica del país, garantizando la se-
guridad jurídica y la aplicación de una 
planificación estratégica democrática, 
participativa y de consulta abierta.

De su parte, como componente de 
necesaria presencia en el sistema estatal 
(que resulta de múltiples maneras afec-
tado en su arquitectura y funcionamien-
to por los otros componentes, en tanto 
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constituye inevitablemente un sistema 
complejo2), la administración pública en-
cuentra postulados constitucionales que 
determinan sus perfiles como expresión 
de institucionalidad formal, ajustada a 
principios rigurosos, en el contexto de 
lo que significa la fórmula de un Estado 
democrático y social de Derecho y de 
Justicia (artículo 2 constitucional).

De allí que, de una manera inequívo-
ca, la Constitución disponga, a modo de 
principio, que la administración pública 
está al servicio de los ciudadanos, y ope-
ra con sometimiento pleno a la ley y al 
derecho3 , postulado que se articula di-
rectamente con el principio de legalidad 
(piedra angular del Estado de Derecho) 
que –para no dejar espacio a dudas– se 
positiviza como norma constitucional4, 
que comporta como componente sisté-
mico esencial para la configuración co-
herente del régimen jurídico constitu-
cional de la administración pública den-
tro del Estado (recordemos: un Estado 
democrático), la subordinación e impar-
cialidad política de los funcionarios que 
la componen.5

Sin embargo, a pesar de la claridad y 
precisión de tales disposiciones consti-
tucionales, la tendencia del Gobierno 
comenzó a marcar una fuerte deriva 
hacia la instalación de un régimen so-
cialista mediante la puesta en marcha 
de una fórmula que parte del ejercicio 
del poder público y toma como apoyo, 

precisamente, a las estructuras institu-
cionales del poder, que por ser tales, 
pertenecen a toda la colectividad y no 
a ninguna parcialidad en particular.

Concentración en una mano
Desde luego, una tendencia de ese 

talante comporta fatalmente el distancia-
miento progresivo del postulado princi-
pista que sustenta la pretensión de rea-
lizar la “revolución” dentro de la Cons-
titución. Dicha tendencia alcanza su de-
finitivo punto de inflexión con la pro-
puesta de reforma constitucional (2007), 
cuyos contenidos implican la transfor-
mación de la Norma Fundamental, con-
trariando su propia esencia, para some-
terla a los objetivos de la “revolución”.

En particular destaca la tendencia a la 
concentración y centralización del poder 
en el Presidente de la República, forma-
lizando de esa manera, lo que progresi-
vamente había venido ocurriendo en el 
ejercicio práctico del gobierno, con la 
complicidad de los agentes y represen-
tantes que cubren las posiciones de las 
distintas ramas del poder público, lo que 
ha llevado a la apreciación de “fraude a 
la constitución y fraude a la democracia, 
con el objetivo de consolidar un régimen 
autoritario en gestación desde 1999”6. 

En efecto, parece que la etapa de seis 
años que corresponde al período cons-
titucional de gobierno, fue suficiente 
para evidenciar a los actores, que el mol-
de constitucional resulta muy estrecho 
e incómodo para permitir el margen de 
maniobra requerido por el apetito del 
proyecto político en marcha. 

En otras palabras, las lógicas trans-
formaciones del Estado, para adaptarlo 
a la contemporaneidad, dentro de los 
parámetros de institucionalidad y res-
peto a las formas, que acredita la expe-
riencia comparada, se hacen insuficien-
tes en este caso, por lo que se hace 
necesario explorar fórmulas diferentes. 
Por tal razón, en ese episodio destaca 
la propuesta de reforma del artículo 141 
constitucional, para instalar una admi-
nistración paralela, no sujeta al principio 
de legalidad, identificada como las mi-
siones, para formalizar una de las mo-
dalidades que venía aplicando el Go-
bierno en sus actuaciones.

Tales elementos marcan ese punto de 
quiebre, a partir del cual, y aún cuando 
la reforma fue negada por la votación 
popular, el Gobierno acentuó su tenden-
cia; tanto en el rediseño de las estructu-
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ras, provocando el surgimiento de una 
seudo institucionalidad paralela que acre-
cienta el centralismo y la concentración 
del poder, como con la reafirmación del 
régimen socialista impuesto desde el 
ejercicio del Gobierno, mediante la apro-
piación de bienes y empresas que au-
menta el control directo de los medios 
de producción y de la actividad econó-
mica en general. Esto va acompañado 
por cambios en la institucionalidad pú-
blica –en particular la estructura de la 
administración–, como complemento ins-
trumental, dentro de los efectos propios 
de las relaciones de causalidad lineal y 
circular que dibuja un sistema complejo 
como el Estado contemporáneo7.

La abundante producción de Decretos 
Leyes (“leyes habilitadas” en el léxico 
más común y cotidiano), ha conducido, 
entre otras consecuencias, a la instala-
ción –por la vía de instrumentos norma-
tivos y actuaciones de carácter subcons-
titucional y “revolucionario”– de instan-
cias de institucionalidad que, como mí-
nimo, podemos calificar de informales, 
o no ortodoxas, dentro de los paráme-
tros de común aceptación en el campo 
de los sistemas de organización necesa-
riamente juridificados, por estar inserta-
dos en un Estado de Derecho.

Manteniendo la concepción expresada 
en el proyecto de reforma constitucional, 
prácticamente se ha venido trastocando 
el perfil de la administración; se ha pros-
crito el empleo de las figuras autonómi-
cas y se acentúa el esquema centraliza-
do de decisiones y acciones, tanto en el 
espectro de la administración funcional 
como en el campo de la articulación te-
rritorial del poder público, todo lo cual 
se produce en un escenario de arbitra-
riedad y contrariedad a derecho que evi-
dencia el fracaso del postulado funda-
mental relativo a la “revolución” dentro 
de la Constitución.

En síntesis, es inocultable que la im-
posición de los rumbos actualmente en 
curso, se hace quebrando, no sólo la 
legalidad formal (lo que ya sería sufi-
ciente para augurar poco éxito en la 
prospectiva), sino que la deriva adopta-
da –con un talante abiertamente autori-
tario–, resulta en contramarcha de la 
dirección que marca la modernidad, la 
complejidad y carácter sistémico que im-
pregna al Estado de nuestro tiempo. 

 * Profesor de la Universidad Central de Venezuela.
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